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Los pactos sociales como garantía 
para el desarrollo sostenido

I. Introducción

Con anterioridad a las elecciones nacio-
nales que tuvieron lugar en octubre de 2007, 
se comenzó a utilizar de manera creciente 
los términos “diálogo social” y “acuerdo 
social”, entendidos como una herramienta 
política necesaria para los próximos años 
en la Argentina. La actual presidente, Cris-
tina Fernández de Kirchner, convocó expre-
samente en el lanzamiento de su campaña 
a poner en marcha un acuerdo social. En 
principio, esta idea fue apoyada tanto por 
los sindicalistas como por los empresarios, 
así como también por otras instituciones 
como la Iglesia –que tradicionalmente ha 
destacado la importancia del diálogo en la 
construcción de la comunidad. 

Sin embargo, con el paso de los meses, 
no se observa en el horizonte cercano la po-
sibilidad de llegar a un acuerdo social en Ar-
gentina. En la actualidad, el diálogo social 
depende del gobierno y, principalmente, de 
su diálogo con los sindicatos (bipartito), es 
decir, depende básicamente de un acuerdo 
con el sector sindical sobre el tope máximo 
de incremento salarial, que luego se negocia 
de manera descentralizada en comisiones 
paritarias. La única novedad, de la última 
reunión mantenida por el Poder Ejecutivo 
con la CGT, es el objetivo de pactar conve-
nios salariales por dos o tres años1. Hasta 
el momento, la CGT ha manifestado que 

no acepta un tope máximo para las nego-
ciaciones sectoriales y que el reclamo para 
las paritarias será de un 20% –más alto que 
la inflación tanto oficial como no oficial de 
2007, y ha evitado el tema de los convenios 
a más largo plazo2.

Surgen entonces algunas preguntas: ¿qué 
se entiende por Acuerdo Social?, ¿bajo qué 
condiciones debe darse?, ¿qué diferencias 
existen con el neo-corporativismo europeo 
de la década del setenta?, ¿es simplemente 
un acuerdo salarial?, ¿qué se puede apren-
der de la evidencia empírica sobre las expe-
riencias internacionales recientes?, ¿qué se 
debe tener en cuenta para el caso de nues-
tro país? 

Este artículo comienza introduciendo el 
concepto y la relevancia del diálogo social 
y revisa la literatura que analiza los pactos 
o acuerdos sociales en Europa y otros paí-
ses particulares. Luego de identificar los 
factores que dieron lugar a la creación y las 
características principales de los pactos so-
ciales, destaca los cambios políticos, sociales 
y económicos que generaron cambios en su 
contenido, y las principales amenazas en-
frentadas por los mismos. Finalmente, lue-
go de analizar el caso particular de Irlanda, 
se extraen algunas conclusiones, basadas en 
la evidencia empírica, que deberían ser te-
nidas en cuenta para la implementación de 
un acuerdo social real en la Argentina.
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“El diálogo es un elemento esencial de la democracia”
Monseñor Luis Villalba (2007)

“El Programa para la Recuperación Nacional ha demostrado 
lo que somos capaces de lograr  cuando trabajamos juntos 

para mejorar nuestro nivel de vida y la equidad social”
Charles J. Haughey (1990)
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II. Diálogo y acuerdo social: significado y 
relevancia

El “diálogo social” entre diferentes gru-
pos económicos y sociales, y entre éstos y las 
autoridades públicas, constituye un atributo 
esencial de una sociedad democrática. Asi-
mismo, representa un medio para resolver 
inevitables conflictos de intereses sobre po-
líticas económicas y sociales en un marco de 
cooperación3. 

En las últimas seis décadas, por ejemplo, 
el concepto de diálogo social ha sido cen-
tral a la misión y organización de la OIT4. 
Siguiendo a este organismo, por “diálogo 
social” se entiende y se incluye a todos los 
tipos de negociación, consulta o simple-
mente intercambio de información entre 
representantes de los gobiernos, empleados 
y trabajadores, sobre temas de interés co-
mún relacionados a la política económica y 
social. Puede darse como un proceso tripar-
tito, con el gobierno como una parte oficial 
en el diálogo, o puede consistir en relacio-
nes bipartitas entre sindicatos y organiza-
ciones empresarias, con o sin participación 
indirecta del gobierno. El principal objetivo 
del diálogo social es promover la construc-
ción de consenso y participación democrá-
tica entre los principales interesados –sobre 
todo del mundo del trabajo5.

La dimensión del diálogo social implica 
la participación de los sindicatos, las organi-
zaciones empresarias, otras asociaciones de 
agentes económicos y organizaciones de la 
sociedad civil, en la discusión, negociación, 
formulación e implementación de políti-
cas económicas y sociales relacionadas con 
el empleo y la calidad de vida. Esto puede 
cubrir un amplio rango de temas como la 
gestión macroeconómica, gastos e impues-
tos del gobierno, tasas de interés, comer-
cio exterior, salarios mínimos, políticas de 
empleo, crédito, capacitación, entre otros. 
Ghai menciona dos ejemplos interesantes 
provistos por Irlanda y Sudáfrica. En cada 
caso, los socios en el diálogo social incluye-
ron a todos los grupos económicos y socia-
les claves; y las discusiones cubrieron áreas 
críticas que afectaban el empleo, las remu-
neraciones, la productividad, el crecimien-
to, la estabilidad de precios y la seguridad 
social6.

De esta manera, aunque la población 
participa indirectamente en estos temas al 
votar en elecciones gubernamentales, algu-
nos países proporcionan una participación 
más directa en la formulación e implemen-
tación de políticas a través de una variedad 
de “acuerdos”. Éstos pueden surgir de la 
representación de diferentes grupos eco-
nómicos y sociales en comités ministeria-
les, comisiones de planeación o consejos 
económico-sociales nacionales7. Es decir, el 
resultado esperado del diálogo social es la 
“concertación” o acuerdo de las partes invo-
lucradas. La concertación puede ser infor-
mal o institucionalizada, y frecuentemente 
es una combinación de las dos. Puede tener 
lugar a nivel nacional, regional, local o em-
presarial. Puede ser interprofesional, secto-
rial o una combinación de ambas. 

Pizzuto define el pacto social como un 
método de implementación política en paí-
ses democráticos basado en la concertación 
entre los principales actores sociales8. Como 
resultado de negociaciones entre el gobier-
no, los sindicatos, la comunidad empresa-
rial y la sociedad civil, se firma un acuerdo 
en el que se incorpora una lista de medidas 
a implementar. Por su parte, Ahlquist define 
el pacto social como “un contrato político 
articulado públicamente y por escrito entre 
el gobierno y las principales federaciones 
de trabajadores y empresarios”9. Los pactos 
sociales se suelen considerar como un mé-
todo más efectivo de implementación polí-
tica que la “negociación colectiva” (collective 
bargaining), en la medida en que implican 
un acuerdo entre los principales represen-
tantes económicos y sociales dentro de un 
país determinado. 

Fajertag y Pochet, y Hassel ofrecen una 
visión similar, aunque agregan el concepto 
clave de “competencia”, definiendo los pac-
tos sociales como nuevas formas de macro-
concertación competitiva en los cuales los 
gobiernos y los social partners se encuentran 
regularmente con el objetivo de coordinar 
políticas entre áreas formalmente interde-
pendientes e institucionalmente segmen-
tadas como la fiscal, la salarial, el mercado 
laboral o la política social10. Aunque los 
acuerdos sociales bi o tri-partitos han dife-
rido sustancialmente en su contenido, im-
plementación y durabilidad, casi todos han 
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implicado alguna forma de intercambio en 
el cual los sindicatos empujan hacia arriba 
la negociación salarial o aceptan cambios 
en la regulación del mercado laboral a cam-
bio de políticas impositivas o gasto social 
favorables.

En cuanto a las características de esta 
“concertación”, Ahlquist destaca que los 
pactos sociales, en cuanto a negociación sa-
larial se refieren, son como un punto inter-
medio entre dos extremos: la negociación 
salarial completamente centralizada y la ne-
gociación salarial completamente descen-
tralizada. Aunque los pactos sociales usual-
mente requieren una negociación centrali-
zada durante un cierto período de tiempo, 
difieren de ésta en varios puntos importan-
tes. Primero, los acuerdos tienen un tiempo 
limitado, con fechas definidas para su im-
plementación y terminación. Segundo, son 
acuerdos explícitos sobre áreas políticas es-
pecíficas. Tercero, casi siempre tienen obje-
tivos políticos específicos (nivel de inflación, 
incremento salarial, etc). Cuarto, los pactos 
sociales requieren el “auto-cumplimiento” 
de las partes involucradas, dado que el mis-
mo no es legalmente obligatorio. Por otra 
parte, los pactos sociales también difieren 
de la negociación completamente descen-
tralizada, dado que requieren una centra-
lización temporaria en la negociación o el 
empoderamiento de actores importantes 
junto con sus afiliados. 

Los pactos sociales también se diferencian 
de la actividad de lobby o de los contratos 
implícitos entre grupos de interés económi-
co y los partidos dado que son muy especí-
ficos, en cuanto a las políticas que abarcan 
y muy públicos. Es justamente la naturaleza 
contractual y pública de los pactos lo que 
los diferencian de todos los otros modos en 
que los gobiernos y los grupos de interés 
principales ejercen presión entre ellos.

En cuanto a la relevancia del acuerdo so-
cial, la literatura destaca, en general, que el 
diálogo y acuerdo social puede promover la 
equidad, la eficiencia y los ajustes necesarios 
para lograr un progreso económico sosteni-
do. La OIT, en su esfuerzo por promover 
el trabajo decente (decent work), destaca que 
“los procesos de diálogo social bipartito y 
tripartito, y de intercambio de información 
pueden promover incentivos pro-equidad y 

pro-eficiencia en el ambiente institucional. 
El diálogo social tripartito puede desem-
peñar un rol importante en apoyo de una 
coordinación macroeconómica más amplia 
y la ampliación del consenso sobre estrate-
gias económico-sociales”11. Por otra parte, 
Ahlquist destaca que los pactos sociales sir-
ven para dar una “señal” no sólo a los ciu-
dadanos como “votantes” sino también a los 
ciudadanos en su “rol de consumidores e in-
versores”. Es decir, los pactos pueden ser un 
intento para afectar las expectativas sobre 
el futuro curso de la política económica12. 
Analicemos a continuación la experiencia 
reciente de los pactos sociales europeos.

III. Pactos sociales en Europa: “corporati-
vismo competitivo” vs neo-corporativismo 
de la década del setenta

1. Origen y evolución de los pactos socia-
les

Durante los años sesenta y setenta, Eu-
ropa Occidental experimentó un rápido 
crecimiento económico, bajas tasas de des-
empleo y salarios crecientes. El pleno o casi 
pleno empleo fortaleció el poder de nego-
ciación de los sindicatos, generó un amplio 
conflicto industrial y reclamos de aumentos 
salariales. La mayoría de los pactos sociales 
que se firmaron en esos años tuvieron como 
objetivo precisamente limitar los aumentos 
salariales para controlar la inflación. Estas 
medidas de moderación salarial fueron ge-
neralmente logradas a cambio de mejoras 
en la protección social13.

Durante los años ochenta y noventa, la 
apertura de los mercados y la consecuen-
te necesidad de lograr competitividad in-
ternacional hizo que fuera difícil para los 
gobiernos aumentar los impuestos con el 
objetivo de financiar los costos de la segu-
ridad social14. Al mismo tiempo, el gasto 
social recibió presión a causa del creciente 
desempleo y los cambios demográficos, li-
mitando la capacidad de los gobiernos de 
negociar moderación salarial a cambio de 
extensión de beneficios sociales. Por este 
motivo, un número de gobiernos europeos 
intentaron lograr un amplio consenso con 
los sindicatos y la comunidad de negocios. 
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La concertación social se buscó, por lo tan-
to, por dos motivos: lograr legitimidad para 
llevar a cabo la impopular reestructuración 
del sistema de bienestar, y para superar po-
siciones de veto institucional por parte de 
los actores sociales.

Es decir, los pactos sociales que se die-
ron durante este período, se desarrollaron 
como resultado de la toma de conciencia, 
por parte de los principales actores econó-
micos (gobierno, empresas y sindicatos), de 
que la implementación efectiva de políticas 
económicas y sociales requería una acepta-
ción generalizada de las mismas.

A partir de la década del noventa, el paso 
acelerado del proceso de globalización y el 
surgimiento de la Unión Económico y Mo-
netaria (EMU) en Europa continuó limitan-
do la capacidad de los gobiernos para im-
plementar las políticas fiscal y monetaria de 
manera independiente. Asimismo, el sur-
gimiento del mercado común en 1992 ex-
puso a las empresas a mayor competencia, 
quienes solicitaron reducciones en los cos-
tos laborales y mayor flexibilidad laboral, 
mientras que los sindicatos perdieron ca-
pacidad de negociación. La mayoría de los 
países europeos experimentaron presiones 
crecientes sobre sus estados de bienestar15. 

Como resultado, los pactos sociales de los 
años noventa tendieron a ser diferentes a 
aquellos firmados en décadas previas, dado 
que difícilmente incluyeron nuevos benefi-
cios sociales a cambio de moderación sala-
rial, como tampoco incorporaron mejoras 
de bienestar de más largo plazo en la for-
ma de creación de empleo. A diferencia de 
las políticas de ingreso de los años setenta, 
los pactos sociales de los noventa tuvieron 
una racionalidad económica diferente, con 
políticas de oferta (supply-side policies) que 
tuvieron como objetivo promover la com-
petitividad.

De la literatura se pueden extraer algunas 
diferencias claves que tuvieron los pactos de 
los años noventa en relación a los de la déca-
da del setenta. En primer lugar, estos pactos 
fueron firmados en países que no presenta-
ban las características usualmente asociadas 
al neo-corporativismo –como la presencia 
de gobiernos de izquierda y actores socia-
les fuertes y centralizados. En segundo lu-
gar, estos pactos presentaron significativas 

diferencias en sus contenidos –incluyendo 
temas tan diversos como niveles de salario, 
horarios de trabajo, reforma del mercado 
laboral, reforma del estado de bienestar y 
capacitación. En tercer lugar, se firmaron en 
diferentes momentos en diferentes países 
–desde el firmado en la década del ochenta 
en Holanda hasta los firmados a comienzos 
del siglo XXI en Italia16. Lo cierto es que en 
los años noventa, la concertación social ex-
perimentó un fuerte resurgimiento. De los 
quince países de la Unión Europea, Alema-
nia, España, Irlanda, Italia, Finlandia y Por-
tugal experimentaron muchas iniciativas de 
este tipo durante el período 1992-199817.

En los primeros años del siglo XXI los 
países de la Unión Europea comenzaron a 
enfrentar nuevos requerimientos asociados 
a los objetivos de la Agenda de Lisboa, que 
se propone lograr de la UE “la economía 
basada en el conocimiento más competiti-
va y dinámica del mundo, capaz de lograr 
crecimiento económico sostenido con más 
y mejor empleo y mayor cohesión social”18. 
Esto plantea, indefectiblemente, la necesi-
dad de nuevos pactos sociales. 

Donaghey y Teague argumentan que los 
pactos sociales siguen siendo un elemento 
central de las relaciones industriales en los 
países miembros de la Unión Europea. Los 
pactos sociales proporcionan un mecanis-
mo de adaptación pragmática al trilema de 
la reconciliación y la integración de mer-
cados, del intergubernamentalismo y de la 
responsabilidad democrática (democratic ac-
countability). Asimismo, algunos desarrollos 
recientes sobre el diálogo social y los pactos 
sociales en nuevos países miembros, desta-
can un proceso de aprendizaje para lograr 
el catch-up económico al mismo tiempo que 
la innovación institucional. Finalmente, Do-
naghey y Teague argumentan que los pac-
tos sociales siguen siendo importantes para 
darle voz a la clase trabajadora alrededor 
de Europa19.

2. “Corporativismo competitivo” vs neo-
corporativismo de la década del setenta

Rhodes explora en su trabajo las im-
plicancias que tienen, para los estados de 
bienestar, los pactos sociales negociados na-
cionalmente en la construcción de vínculos 
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entre los sistemas de seguridad social, y las 
leyes laborales y la negociación salarial20. El 
argumento principal sostiene que el surgi-
miento de los pactos sociales ha estado re-
lacionado con presiones locales y externas 
para llevar a cabo la reforma del estado de 
bienestar en la UE, y que, contrariamente 
a lo que pronosticaron algunos, estas pre-
siones no están ni desorganizando el capi-
talismo europeo ni neutralizando el poder 
del Estado. Lo que es más, en vez de estar 
fragmentando las estructuras político-eco-
nómicas, las presiones por la reforma han 
estimulado los esfuerzos para “coordinar” 
vía la negociación.

De esta manera introduce el concepto 
de “corporativismo competitivo”. El mis-
mo implica que detrás de los pactos sociales 
existen varios grados de cohesión asociativa, 
y dos tipos de coalición –una buscando ga-
nancias distributivas y la otra ganancias de 
productividad– que tienen vínculos comple-
jos y que se superponen. Se puede concluir 
que el corporativismo competitivo se logra 
exitosamente si está basado en una cercana 
pero flexible interrelación entre estos dos 
tipos de coalición –aunque en la práctica no 
siempre se logra.

Varios son los autores que han propuesto 
la distinción entre neo-corporativismo y cor-
porativismo competitivo, siendo este último 
término más útil para explicar las recientes 
tendencias21. Mientras que el neo-corpora-
tivismo es un sistema de intermediación de 
intereses basado en algunos prerrequisitos 
institucionales (como organizaciones de 
interés jerárquicamente ordenadas y fun-
cionalmente diferenciadas), la referencia al 
corporativismo competitivo como un modo 
de hacer política permite enfocarse en la 
cooperación entre actores sociales y el esta-
do para la articulación de intereses, la asig-
nación de valores y la implementación de 
decisiones políticas22. Esta definición ha de-
mostrado ser particularmente útil para me-
jorar nuestro conocimiento de las tenden-
cias recientes de interacción entre el estado 
e intereses organizados, especialmente en 
países que no tienen las características insti-
tucionales originalmente propuestas como 
prerrequisitos para el neo-corporativismo.

Algunos autores, haciendo referencia 
a la nueva respuesta a las presiones sobre 

el estado de bienestar, utilizan el término 
“corporativismo del lado de la oferta”23. Las 
características de estos nuevos pactos socia-
les de principios de siglo XXI difieren de 
los viejos pactos sociales debido a factores 
nacionales e internacionales. Las caracterís-
ticas difieren en términos del contexto en 
el cual suceden. Este contexto se relaciona 
con el EMU, que cambió la competitividad 
internacional. Otra diferencia tiene que ver 
con el contenido de los pactos, que impli-
ca el intercambio o la negociación política. 
A su vez, la agenda social se ha ampliado. 
Consecuentemente, los actores involucra-
dos tienen que considerar más aspectos so-
cioeconómicos en el proceso de toma de de-
cisión política. Una tercera diferencia es que 
los objetivos de los actores involucrados en 
los pactos han cambiado. Cuando la agenda 
se amplía, los actores enfrentan la dificultad 
de considerar más intereses –usualmente 
conflictivos– para cada resultado de políti-
ca, que tiene diferentes consecuencias para 
varios sectores. Los negociadores no sólo 
tienen que negociar con los otros represen-
tantes de otros actores sociales (interorga-
nizacional) sino también deben tener en 
cuenta los diferentes intereses dentro de la 
misma organización (intraorganizacional). 
Una última diferencia se relaciona con el rol 
del gobierno dentro de los pactos sociales. 
El estado ha ganado un rol más importante 
en los nuevos pactos sociales. Esto resulta 
en un creciente énfasis en negociaciones tri-
partitas en vez de bipartitas.

La conclusión principal del enfoque 
“competitivo” es que aun en países que no 
tienen tradición neocorporativista y carac-
terizados por una debilidad institucional 
profunda (como España e Italia), la coope-
ración puede ser realizada y favorecer el 
éxito de paquetes de reforma importantes 
en la economía, el empleo y las políticas de 
bienestar.

3. Contenido de los pactos sociales 

Aunque los pactos sociales no siempre 
han logrado los resultados buscados, existe 
un número de casos exitosos. Por ejemplo, 
el caso de Irlanda se suele citar frecuente-
mente24. Este país se ha visto fuertemente 
beneficiado por la firma e implementación 
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de pactos sociales desde los ochenta, los que 
permitieron que alcanzara los beneficios 
de pertenecer a la Unión Europea –Irlan-
da experimentó un rápido incremento del 
PBI per capita, pasando de apenas el 70% 
del promedio de la UE a alcanzar cerca del 
140%.

Aproximadamente unos 55 Pactos Socia-
les han tenido lugar en 12 países de Euro-
pa, en los cuales los siguientes temas han 
estado presentes con mayor frecuencia –en 
orden de importancia25: 1. Fomento del cre-
cimiento de la economía, el empleo y la es-
tabilidad de precios; 2. Reformas en las po-
líticas salariales; 3. Reformas en el sistema 
de bienestar social (pensiones y salud); 4. 
Desarrollo del capital humano; 5. Cambios 
en el sistema impositivo y gasto público; 6. 
Redistribución el ingreso; 7. Alcance de los 
desafíos planteados por la Unión Europea; 
8. Fortalecimiento de las instituciones legis-
lativas; 9. Temas del medio ambiente. Por 
otro lado, existe un alto grado de heteroge-
neidad en los pactos sociales antes mencio-
nados, principalmente en cuanto a las áreas 
políticas o temas cubiertos, en el tipo de fir-
mantes, o en el nivel de éxito logrado por 
los mismos.

Algunos pactos sólo cubrieron una o dos 
áreas, como en el caso de España y, en cierta 
medida, los de Holanda y Finlandia. Otros 
países implementaron pactos sociales que 
fueron más amplios en términos de cober-
tura, algunos de los cuales intentaron cubrir 
ocho o nueve áreas –como por ejemplo los 
casos de Irlanda, Eslovenia y, en cierta me-
dida, Portugal.

Sin embargo, es posible mencionar que 
aquellos países que adoptaron pactos más 
limitados, llevaron a cabo acuerdos y con-
certaciones con mayor frecuencia. Irlanda 
y Finlandia son dos de los países que han 
sido más consistentes a lo largo de las dos 
últimas décadas para celebrar pactos cada 
dos o tres años. Irlanda, desde 1988, ha fir-
mado seis pactos sociales, cubriendo un pe-
ríodo de tres años en cada uno. Finlandia, 
desde 1990, ha celebrado un pacto social 
aproximadamente cada dos años.

El tipo de firmantes o participantes tam-
bién ha variado entre los diferentes pactos 
sociales europeos, reflejando la composi-
ción del consejo económico y social de cada 

país. Por ejemplo, los pactos sociales que tu-
vieron lugar en Bélgica, Austria y Holanda 
fueron llevados a cabo a través de acuerdos 
bipartitos, entre los sindicatos y los repre-
sentantes del sector empresarial, dado que 
los gobiernos no estaban representados en 
el consejo. Por otro lado, en la mayoría de 
los casos los pactos sociales fueron celebra-
dos luego de una concertación tripartita, 
entre gobierno, sindicatos y empresas.

Sin embargo, no todos los pactos socia-
les han sido implementados exitosamente. 
Portugal e Italia tienen tres pactos sociales 
respectivamente que fallaron en su imple-
mentación, principalmente debido al hecho 
de que uno de los principales firmantes –en 
ambos casos el mayor sindicato–, no firmó 
el acuerdo. Es decir, el éxito de estos pactos 
fue amenazado por la falta de compromiso 
de los actores sociales involucrados.

IV. El caso particular de Irlanda

Irlanda representa el “milagro económi-
co” de la década del noventa, cuya perfor-
mance ha sido descripta por algunos autores 
como el fenómeno del “tigre celta”26. En 
sólo quince años, Irlanda pasó de ser uno de 
los países más pobres de Europa a ser uno 
de los más ricos. Si bien el fuerte ingreso de 
inversión extranjera27 y las acertadas políti-
cas educativas28, que aumentaron la oferta 
de mano de obra calificada, son en parte 
factores que explican este éxito, la literatu-
ra destaca que los Pactos Sociales jugaron 
un papel fundamental para explicar ese mi-
lagro29. Sobre todo, la institucionalización 
de los acuerdos sociales y su continuación 
en el tiempo. En los párrafos siguientes se 
explicará la situación particular de Irlanda, 
cómo se llevaron a cabo los pactos y qué re-
sultados tuvieron.

Luego de un período de alta interven-
ción del Estado en la economía y de protec-
ción a las industrias locales, que comenzó 
en la década del treinta y se extendió hasta 
fines de la década del cincuenta, Irlanda 
comenzó a dar los primeros pasos hacia su 
transformación al adoptar medidas de des-
regulación en la economía –disminuyendo 
el nivel de intervención estatal, incentivan-
do la entrada de capitales extranjeros, y 
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liberalizando su comercio exterior– lo que 
permitió crear empleos y divisas mediante 
los saldos de exportación. Asimismo, la eco-
nomía se veía beneficiada por una adminis-
tración macroeconómica ordenada, caracte-
rizada por un déficit de balanza de pagos 
modesto y una política fiscal conservadora 
en la que sólo se tomaba prestado para fi-
nanciar la inversión en capital público30. De 
este modo, durante la década del sesenta, 
Irlanda pudo alcanzar buenos niveles de 
crecimiento, semejantes a los del resto de 
Europa Occidental.

Durante la década del setenta, Irlanda se 
vio muy afectada por las dos crisis del petró-
leo (en 1973 y 1979) y la consecuente rece-
sión económica mundial, así como también 
por las malas políticas económicas adopta-
das para enfrentar los contratiempos ex-
ternos y locales –política fiscal expansiva31. 
Hacia 1987 la economía irlandesa estaba en 
crisis. La tasa de desempleo era alta, la in-
flación también, el crecimiento bajo, la in-
versión estaba estancada y los mecanismos 
de financiamiento del Estado estaban ago-
tados (deuda excesiva, déficit presupues-
tario y alto nivel impositivo)32. Ante este 
escenario tan delicado el gobierno se vio 
obligado a tomar medidas ortodoxas. Sin 
embargo, uno de los pasos más importantes 
que permitieron que Irlanda se recuperara 
rápidamente y estableciera las bases para el 
período posterior de tasas de crecimiento 
excepcionales, fue la implementación del 
Programa para la Recuperación Nacional 
(PRN)33.

El gobierno de Irlanda convocó previa-
mente, en 1986, al diálogo social a través 
del Consejo Económico Social Nacional 
(CESN), un cuerpo consultivo tripartito en 
el cual se analizó y discutió la situación eco-
nómico-social del país34. Como resultado del 
mismo, el CESN emitió un reporte estraté-
gico amplio que significó la arquitectura 
conceptual para el primer pacto social. Por 
un lado, el reporte destacó la importancia 
de un marco macroeconómico estable, que 
debía alcanzarse al reducir el gasto público 
y la deuda pública, y a través de una política 
estable de tipo de cambio. Asimismo, hizo 
hincapié en la necesidad de aumentar la 
competitividad de los sectores comerciables, 
al mantener los aumentos de costos medios 

por debajo del promedio ponderado de los 
principales socios comerciales de Irlanda. 
Finalmente, el reporte destacó la necesidad 
de reducir las tasas impositivas personales y 
de expandir la base impositiva.

El PRN fue un documento consensuado, 
producido y firmado por todos los princi-
pales socios, incluyendo los sindicatos. Es 
decir, este pacto demostró que, al menos 
al nivel más alto, los principales actores so-
cioeconómicos compartían el mismo análi-
sis sobre la economía irlandesa35. Ésta fue la 
principal diferencia con el pasado, cuando 
en las negociaciones salariales centralizadas 
de la década de 1970 se dió una falta de 
consenso sobre los principales determinan-
tes de la crisis económica36.

Este programa contemplaba un acuerdo 
por tres años entre el Gobierno, las empre-
sas y las agrupaciones gremiales, en el cual 
las partes se comprometían a restringir los 
aumentos salariales. Éstos se limitaron al 3% 
para las primeras 120 libras semanales y 2% 
para la parte excedente a las 120 libras para 
cada uno de los tres años cubiertos por el 
acuerdo. El Congreso Irlandés de Sindicatos 
se comprometió a no llevar a cabo acción in-
dustrial que resultara en aumentos adiciona-
les de costos para los empleadores37. A cam-
bio, el gobierno se comprometió a realizar 
una reforma en el sistema impositivo, que 
implicó la reducción en los impuestos per-
sonales para compensar los bajos aumentos 
salariales y la restauración del orden en las 
finanzas públicas. Por otra parte, hubo ade-
más un acuerdo de políticas gubernamenta-
les para apoyar el desarrollo de los sectores 
industrial, de servicios y de agricultura.38

Lo más destacado de este Programa fue 
que abarcó a todos los sectores tradicionales 
que interactúan en la economía: empresas, 
trabajadores y gobierno. Esto permitió al 
gobierno dar un fuerte giro a su economía, 
sin generar tensiones sociales ni preocupa-
ciones en el sector industrial. Los resultados 
fueron muy positivos; durante el período 
1987-1990: a) se limitaron las expectativas 
inflacionarias gracias a los acuerdos salaria-
les; b) se recuperaron las tasas de crecimien-
to: más del 4%; c) se redujo el tamaño de la 
deuda nacional: de 125% al 98% del PBI; y 
d) disminuyó el número de desempleados: 
de 232.000 a 172.000.
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Luego del éxito que tuvo el PRN, se am-
pliaron las negociaciones para extender 
nuevos programas colectivos de tres años. 
De esta manera el “pacto social” se institu-
cionalizó y se convirtió en la columna verte-
bral de la política económica irlandesa. Se 
inició así, un proceso político caracterizado 
por la determinación salarial centralizada, 
basada en la noción de “ganancias de com-
petitividad”, entendidas como reducciones 
en los costos salariales unitarios. De esta 
manera, el pacto social introdujo cambios 
importantes en el proceso de formación sa-
larial, por el cual los aumentos salariales en 
el sector “dinámico” de las multinacionales 
pasaron a estar estrechamente ligados a los 
aumentos de productividad y salarios en la 
porción más “atrasada” del sector manufac-
turero39.

Los acuerdos que siguieron al PRN fue-
ron todos precedidos por respectivos repor-
tes del CESN, los que proveyeron el susten-
to analítico para discutir temas específicos. 
En todos los casos incluyeron acuerdos sala-
riales y un número de medidas económicas 
y sociales. A medida que pasó el tiempo se 
fueron incorporando voluntariamente otros 
sectores de la comunidad –la sociedad civil–, 
e incluso se extendió el proceso de incorpo-
ración voluntaria desde el nivel nacional al 
nivel municipal y a las empresas individua-
les. Es por ello que la cooperación social fue 
bien adaptada en el área de políticas públi-
cas, en la cual todas las nuevas decisiones 
importantes se discutían con las partes del 
Programa antes de ser implementadas. 

Los programas que siguieron durante 
la década del noventa implicaron cambios 
adicionales de políticas que condujeron al 
país a tasas de crecimiento más altas40.

Con el Programa para el Progreso Eco-
nómico y Social (PPES) el gobierno reintro-
dujo la noción de “negociación a dos nive-
les” (two-tier bargaining), que había sido la 
característica de los acuerdos centralizados 
de la década del setenta44. En esta ocasión, 
el pacto social fue extendido a nivel local. 
Empresas locales integradas por represen-
tantes de los socios tradicionales de la co-
munidad, autoridades públicas y miembros 
de organizaciones de la sociedad civil (des-
empleados) se constituyeron en áreas espe-
cíficas, con el objetivo de diseñar e imple-

mentar políticas de empleo apropiadas en 
cada una de ellas45.

El Programa para la Competitividad y 
el Trabajo (PCT) de 1994, se enfocó en la 
creación de empleo, dado que la crisis de 
comienzos de los noventa impactó en la tasa 
de desempleo. La clave para el crecimiento 
sostenido y la creación de empleo continuó 
siendo la noción de competitividad, lo que 
implicó una política continuada de mode-
ración salarial, mayor reducción en las tasas 
impositivas, control sobre el gasto público y 
medidas para aumentar la eficiencia de los 
sectores no comerciables de la economía46.

El Acuerdo 2000 para la Inclusión, el 
Empleo y la Competitividad (A2000) de 
1996 se centró en dos temas particulares: 
la necesidad de extender el pacto social al 
nivel empresa, y la necesidad de reducir 
las disparidades sociales y la exclusión47. Al 
igual que sucedía a nivel nacional, se plan-
teó la necesidad de promover relaciones de 
cooperación entre trabajadores y directivos 
a nivel empresa, como instrumento para 
aumentar la competitividad y compartir ga-
nancias. Roche y Geary señalan, sin embar-
go, que este tipo de acuerdo no tuvo mucha 
difusión en Irlanda48. Con respecto al tema 
de la exclusión social, se logró una innova-
ción en la estructura institucional del pacto 
social a nivel nacional, mediante la inclusión 
de organizaciones de la sociedad civil en el 
proceso de negociación49. Esta “columna 
social” estaba integrada por organizaciones 
de desempleados, jóvenes, mujeres y orga-
nizaciones religiosas.

Cabe destacar que, a pesar de las altas 
tasas de crecimiento, no se produjo una ex-
pansión del gasto público dado que la firma 
del Tratado de Maastricht en 1992 requirió 
políticas fiscales sanas, y que la incorpora-
ción de Irlanda al Sistema Monetario Euro-
peo limitó el uso de política monetaria ex-
pansiva50. Lo que es más, Irlanda disminuyó 
drásticamente las tasas impositivas perso-
nales y corporativas –mientras continuaban 
descendiendo las tasas arancelarias–, fina-
lizando el siglo XX con la tasa impositiva 
general más baja de toda Europa (con ex-
cepción de Luxemburgo). 

Los resultados macroeconómicos para el 
período 1993-1999 fueron los siguientes: a) 
crecimiento del PBI del 9% anual; b) tasa 
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de inflación anual del 1,9%; c) el radio de 
la deuda/PBI cayó del 93% al 53%; d) se re-
virtió la tendencia de emigración de la po-
blación; y e) la tasa de desempleo cayó al 
4,5%.

A comienzos del siglo XXI se le dio conti-
nuidad a los pactos, a través de la firma del 
Programa para la Prosperidad y la Justicia 
(PPJ) del año 2000. En el PPJ, el pacto social 
cambió el énfasis en la política macroeconó-
mica por políticas orientadas del lado de la 
oferta (supply side-oriented policies). El desem-
pleo ya no era el problema más acuciante, 
sino la falta de trabajadores y mano de obra 
calificada51. El acuerdo contenía una serie 
de recomendaciones sobre desarrollo de 
capacidades, inversiones en infraestructura 
(caminos y transporte público), provisión 
de casas baratas, y el desarrollo de facilida-
des para el cuidado de los hijos. Las polí-
ticas sociales también recibieron una espe-
cial atención, donde las partes acordaron el 
desarrollo de una serie de indicadores para 
monitorear su progreso.

A éste le siguió la firma del Pacto para 
el Progreso Sostenido (PPS) del año 200352. 
En el 2006 se anunció un nuevo Pacto, el 
sexto acuerdo corporativista de este tipo, 
donde además de establecer aumentos de 
salarios a nivel nacional y centralizado, se 
incluyen acuerdos sobre políticas de educa-
ción, salud, empleo y del bienestar social. 

A modo de conclusión, la serie de pactos 
nacionales que se dieron desde 1987 fueron 
vitales para la performance económica de Ir-
landa, ya que permitieron dar certidumbre y 
estabilidad sobre precios, salarios y relacio-
nes industriales. Varios de los logros especí-
ficos fueron: a) los aumentos salariales mo-
destos que permitieron mantener la compe-
titividad del sector comercial; b) las grandes 
reducciones en las tasas impositivas a los 
ingresos de los empleados, que compensa-
ron lo anterior; c) un mejor clima de trabajo 
entre empresas y trabajadores, con menos 
disputas y huelgas y menor cantidad de días 
de trabajo perdidos; d) flexibilidad y apoyo 
del gobierno para lograr mayor control de 
las finanzas públicas, iniciar el programa de 
reforma del sector público, y establecer un 
cuadro macroeconómico consistente para 
participar en la Unión Europea; e) niveles 
récord de empleo; f) aumento del nivel de 

vida para los trabajadores; y g) positivo rol 
de las agrupaciones comerciales e industria-
les, sindicatos y agrupaciones sociales para 
direccionar las decisiones del gobierno ha-
cia un mejorado ambiente de negociaciones 
en cuanto a las relaciones industriales.

Con respecto al rol del Estado en la 
economía irlandesa, si bien el tamaño del 
mismo disminuyó –en lo que respecta a su 
acción directa en la actividad económica–, 
tuvo un rol muy importante con la imple-
mentación de regímenes de promoción 
industrial y de las exportaciones vía diver-
sas organizaciones públicas. La política de 
desarrollo industrial fue aceptada como la 
inclusión de elementos tradicionales de las 
distintas áreas como la impositiva, de trans-
porte, de telecomunicaciones, de energía, 
de competencia, de administración públi-
ca, y de educación; así como las actividades 
promocionales de las distintas agencias de 
desarrollo53. Algunas características de la 
política industrial irlandesa han sido: a) 
esquema de liberación de ganancias sobre 
las exportaciones industriales, que permitió 
que el sector manufacturero opere con una 
tasa cero de impuesto corporativo para su 
actividad exportadora; b) establecimiento 
de cuerpos como la Autoridad de Desarro-
llo Industrial (ADI), que permitió mayor 
flexibilidad operativa; c) establecimiento 
del Centro de Servicios Financieros, con la 
ayuda de incentivos impositivos y arreglos 
regulatorios favorables; d) unificación de la 
tasa de impuestos corporativos en tan sólo 
12,5% para el ingreso comercial en todos 
los sectores de la economía; e) liberaliza-
ción de la industria de telecomunicacio-
nes de acuerdo a los requerimientos de la 
Unión Europea; y f) continua y significativa 
inversión en el sistema educativo e infraes-
tructura para fomentar una base de recur-
sos humanos en el futuro.

V. Condiciones para el éxito de los pactos 
sociales

Con respecto al proceso de diálogo so-
cial, un principio que debe gobernarlo es 
la aceptación de la interdependencia entre los 
diferentes grupos. La sociedad depende de 
todos y cada uno de los grupos que parti-
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cipan, para lograr un consenso amplio y 
ganar apoyo para un conjunto de políticas 
acordadas. El segundo principio que debe 
regir el proceso de diálogo es el de respeto. 
Éste se logra con el mismo proceso a me-
dida que los sectores aprenden a respetar 
diferentes perspectivas en la mesa de diálo-
go. Finalmente, el tercer principio que debe 
caracterizar el diálogo es de la confianza. Al 
igual que el respeto, lleva tiempo construir 
confianza, y depende de que cada sector 
cumpla con lo acordado previamente54.

En lo que respecta al éxito de un pacto 
o acuerdo social depende de un número de 
criterios básicos, como son: a) la credibili-
dad, b) la continuidad, c) la concreción y d) 
una amplia cobertura.

La credibilidad es una condición indispen-
sable para que la política económica sea to-
mada seriamente dentro del país. Para ello, 
es necesario que el gobierno se muestre ca-
paz y con voluntad de aplicar la política en 
cuestión y comprometerse plenamente con 
su implementación. El diálogo social sue-
le mejorar la credibilidad de esas políticas 
dado que el diálogo mejora las chances de 
aceptación por consenso e implica una ma-
yor amplitud y diversidad de conocimiento. 
A veces se asume erróneamente que el go-
bierno posee un mejor conocimiento cuan-
do se trata de la planeación e implemen-
tación de políticas, pero en realidad puede 
estar excesivamente motivado por razones 
políticas55.

Por otra parte, las asociaciones de em-
presas y los sindicatos poseen también co-
nocimiento que puede ser efectivamente 
aprovechado a través del diálogo social. Por 
lo tanto, es deseable que las reformas sean 
negociadas a través de pactos sociales y no 
promovidas por los gobiernos unilateral-
mente.

Otro factor que promueve la credibili-
dad es la firmeza o resolución que tienen 
los policymakers. Usualmente, las presiones 
políticas llevan a revertir un programa ya 
anunciado. Por ello, un pacto social que di-
ficulte la reversión de políticas mejora su 
credibilidad.

La experiencia demuestra que la conti-
nuidad contribuye de manera importante al 
éxito de los pactos sociales –como en el caso 
de Irlanda. La estabilidad y calidad de los 

mismos suele ser superior en aquellos casos 
en que los pactos se concluyen y se renue-
van regularmente, dado que su recurrencia 
estimula el desarrollo de la confianza mutua 
y permite evaluar sus beneficios desde una 
perspectiva de largo plazo. En un país don-
de el pacto social se lleva a cabo una sola vez 
o es un evento esporádico, existe un menor 
grado de confianza ya que los costos y bene-
ficios son medidos en un contexto de corto 
plazo56.

La efectividad de los pactos sociales se 
ve adversamente afectada cundo la concer-
tación sólo resulta en declaraciones de po-
líticas generales, sin que se den acuerdos 
concretos y sin compromiso por parte de 
los actores sociales. Es decir, cuando no se 
llegan a concretar o materializar. Por este 
motivo, es importante que estos acuerdos 
especifiquen cronogramas y deadlines para 
llevar a cabo las distintas medidas y etapas 
de la reforma propuesta.

Los pactos que cubren un amplio rango 
de temas de importancia para la gobernabi-
lidad, el desarrollo económico y el bienestar 
de los empleados, tienen mayor probabili-
dad de éxito que aquellos que tienen un en-
foque más limitado. Esto se debe a que una 
mayor cobertura presenta mayores oportu-
nidades para realizar compensaciones entre 
los diferentes actores y mejora las chances 
de lograr un enfoque más integrado. 

Estos criterios logran hacer que los pac-
tos sociales sean efectivos en el alcance de 
los resultados planeados y que puedan ge-
nerar una cultura de consulta participativa 
y concertación social, contribuyendo de esta 
manera a la consolidación de un clima de 
negociación cooperativa y confianza mutua. 
Nuevos procesos de concertación pueden 
resultar en ciclos virtuosos, en los cuales 
las negociaciones enfocadas en los proble-
mas pueden contribuir efectivamente a re-
solverlos. La ausencia de los criterios antes 
mencionados puede llevar a resultados no 
exitosos, generando ciclos viciosos de des-
confianza mutua y de conflictividad57.

VI. Lecciones para la Argentina

A modo de conclusión es importante 
destacar algunos puntos cruciales de lo ana-
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lizado anteriormente. De la experiencia eu-
ropea y la evidencia empírica se pueden ex-
traer relevantes lecciones para la discusión 
sobre el acuerdo social en la Argentina.

En primer lugar, en relación a la relevan-
cia temporal de llevar a cabo un pacto so-
cial en la Argentina actual, si bien algunos 
destacan que la crisis económica ya quedó 
atrás y que los acuerdos sólo tienen éxito en 
condiciones extremas, es necesario señalar 
lo contrario. Ahlquist demuestra, basándo-
se en un análisis internacional de los de-
terminantes de los pactos sociales, que los 
problemas económicos son necesarios pero 
no suficientes para explicar la variación en 
la presencia o ausencia de pactos.

Los gobiernos pueden, y frecuentemen-
te lo hacen, elegir un paso alternativo al 
del procedimiento legislativo que excluye a 
los sindicatos y empresas. Hamman y Ke-
lly argumentan que los pactos sociales son 
atractivos cuando los líderes políticos per-
ciben que éstos son de ayuda para reducir 
los costos electorales potenciales del ajuste 
económico y de las políticas de restricción 
salarial58. Ellos demuestran que, con el ob-
jetivo de minimizar los costos electorales 
potenciales de implementación de políticas 
de bienestar y económicas impopulares, los 
partidos pueden emplear varias estrategias, 
entre ellas los pactos sociales. Un trabajo 
anterior de Regini conjeturaba que los pac-
tos sociales podían ser el modo que tenían 
los gobiernos de compartir el costo de al-
terar el régimen de bienestar social59. Los 
pactos pueden otorgar legitimidad a polí-
ticas impopulares a través de la inclusión 
de los actores sociales (social partners) 60. La 
pregunta entonces es: ¿por qué es necesario 
un acuerdo social en la Argentina?

En segundo lugar, se tratará de dar una 
respuesta a esta pregunta. Si bien la Argen-
tina se ha recuperado de la severa crisis eco-
nómica del 2001, habiendo experimentado 
un fuerte y sostenido crecimiento de la eco-
nomía –de aproximadamente 8% anual–, 
y habiendo reducido la tasa de desempleo 
a la mitad, tiene importantes desafíos por 
delante que requerirán tomar medidas im-
populares con el apoyo de todos los acto-
res sociales. Por un lado, el crecimiento ha 
estado fundamentado en una devaluación 
del peso en términos reales que sumado a 

un contexto internacional favorable –altos 
precios de los commodities–, generó superá-
vit comercial y superávit fiscal –este último 
en parte explicado por las retenciones a las 
exportaciones. Asimismo, el crecimiento ha 
estado basado en la expansión del consumo 
–a raíz de una mejora en la participación 
de los salarios en el ingreso total y de un 
aumento significativo del gasto público, y 
en menor medida de la inversión. Sin em-
bargo, la competitividad de la Argentina, 
basada principalmente en un tipo de cam-
bio depreciado (competitivo), va llegando 
a su techo ante una coyuntura de aumento 
creciente en el nivel de precios y aumentos 
salariales aún por encima de éste. Por otra 
parte, así como los países europeos experi-
mentaron fuertes presiones ante el proceso 
de globalización que llevó a la firma de los 
pactos sociales, Argentina también está ex-
perimentando fuertes presiones. 

Por lo general, eficiencia y equidad, cre-
cimiento y redistribución, competitividad 
y solidaridad son términos que frecuente-
mente se asocia a polos opuestos. Uno de los 
aspectos más importantes, aunque no reco-
nocidos, de la “nueva política del bienestar” 
en Europa occidental son los pactos sociales 
negociados a nivel nacional, diseñados pre-
cisamente para unir esos polos opuestos. 
Rhodes hacer referencia a éstos utilizando 
el término “corporativismo competitivo”, 
en relación a la elaboración de compromi-
sos basados en la equidad y teniendo en 
cuenta los diferentes trade-offs. ¿Cómo hará 
la Argentina para superar las presiones de la 
globalización y de la creciente competencia 
en la economía internacional, de la posibi-
lidad de un cambio de escenario en el mer-
cado mundial y de las pujas distributivas a 
nivel nacional, para lograr un crecimiento 
sostenido basado en ganancias de compe-
titividad? El ejemplo más interesante, y del 
que se pueden extraer mejores lecciones, es 
el de Irlanda. 

El modelo irlandés, con sus pactos so-
ciales de la década del noventa, es uno en 
el cual los salarios crecen sistemáticamen-
te menos que la productividad mientras los 
trabajadores son compensados con reduc-
ciones en el impuesto a los ingresos –que 
generalmente es progresivo61. Sobre la base 
de políticas fiscales y monetarias austeras, 
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estos acuerdos implicaron moderación sala-
rial compensada por recortes de impuestos. 
Al mismo tiempo, los acuerdos sociales se 
enfocaron en la exclusión y la desigualdad, 
en primer lugar, al mantener constante el 
valor real de las transferencias, y luego, con 
medidas más importantes en base a lo acu-
mulado en las arcas públicas después de 
siete años de crecimiento62. De esta mane-
ra se lograron ganancias de competitividad 
sostenidas con equidad social. La Argentina 
podría aprovechar lo positivo de esta expe-
riencia y al mismo tiempo mantener bajo 
control el nivel general de precios.

Sin embargo, esta estrategia sólo puede 
ser aplicada en el mediano plazo. Existen 
algunas razones para dudar sobre la soste-
nibilidad de este modelo en el largo plazo. 
Por un lado, el éxito del modelo depende de 
que otros países no sigan el mismo camino. 
Por el otro, los recortes de impuestos se tra-
ducen, tarde o temprano, en recortes en la 
cantidad o calidad de los servicios públicos 
(incluyendo la redistribución correctora del 
mercado) a menos que la economía crezca 
a tasas excepcionales. Así como el modelo 
irlandés necesita cambiar para permanecer 
viable, la Argentina lo necesitará en una 
etapa posterior. En ella, necesitará asegurar 
el crecimiento de la competitividad basada 
en el conocimiento, las habilidades, la capa-
cidad de innovar, y no solamente en bajos 
costos salariales y en impuestos más bajos 
que los que tienen los competidores más 
cercanos. Asimismo, necesitará fortalecer la 
efectividad del sector público evitando des-
equilibrios fiscales.

En tercer lugar, es necesario destacar las 
condiciones que son necesarias para que 
un pacto social llegue a implementarse y 
tenga éxito en sus objetivos. Por un lado 
se hace imprescindible construir el diálogo 
social –del que se habló en la primera sec-
ción–, en el marco de un Consejo Social y 
Económico Nacional, que se caracterice por 
la interdependencia de los diferentes acto-
res sociales y el respeto y la confianza entre 
ellos. De este proceso deben participar tan-
to el estado, como los sindicatos y empre-
sarios, como así también la sociedad civil63. 
Una vez alcanzado el acuerdo, el éxito en la 
implementación del pacto requiere que el 
mismo sea creíble, con apoyo desde lo ins-

titucional y que se sostenga en el tiempo y 
tenga amplia cobertura. 

El proceso es bastante complejo en la 
práctica. Todos los sectores participantes 
se involucran con los mismos derechos y 
obligaciones, es decir, parten de la misma 
base desde la etapa de consulta y prepara-
ción que conduce, luego, al acuerdo nacio-
nal. Asimismo, este proceso va más allá de 
la negociación, en el sentido tradicional del 
mismo. En realidad se trata de un proceso 
en el cual se busca un consenso amplio, te-
niendo en cuenta los diferentes trade-offs o 
compensaciones que existen entre y dentro 
de los grupos de interés64. Sin apoyo insti-
tucional, es probable que los problemas re-
aparezcan y que los acuerdos estén abiertos 
a la manipulación o violación. Para ello es 
importante hacer un esfuerzo especial en 
crear instituciones formales como los con-
sejos económicos y sociales. Estos cuerpos 
facilitan el consenso sobre la dirección es-
tratégica y económica del desarrollo65. 

En cuarto lugar, la literatura es clara en 
que el éxito del proceso de diálogo social y 
la culminación en un acuerdo social, pue-
den generar importantes beneficios para el 
país. Por un lado, permite construir un en-
tendimiento compartido sobre los principa-
les problemas, aún cuando no se compartan 
las soluciones. También amplía y profundi-
za el consenso dentro de la sociedad, per-
mitiendo una respuesta mucho más cohesi-
va a los desafíos que se presentan. Por otro 
lado, aumenta la capacidad de innovación, 
permitiendo que emerjan nuevas ideas, y 
por el hecho de compartir experiencias y 
“mejores prácticas”, genera un nuevo mo-
delo de acción –importante en un contex-
to de búsqueda de coincidencias entre ob-
jetivos económicos y sociales. Asimismo, la 
ampliación del proceso a las organizaciones 
de la sociedad civil puede contribuir enor-
memente a crear un ambiente de amplia y 
profunda participación66. 
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